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Señora

MBA. Ana Eugenia Romero 

Directora Ejecutiva

S.   O.
Estimada señora: 

En atención a la consulta remitida por la servidora Ingrid Moya Aguilar, el día 13 de setiembre del año en curso -vía correo electrónico-, nos permitimos exponer las siguientes consideraciones: 

I. De la gestión:
Se traslada a estudio de esta Dirección la consulta planteada por el Jefe del Área Gestión Administrativa de la Universidad de Costa Rica, Lic. Mario Mena Mena; la cual expresamente apuntó: 

Si la el funcionario que se jubila por incapacidad absoluta y permanente en el Poder Judicial, tiene, a su vez –nombramiento docente vigente en la UCR –interino o en propiedad-, donde cotiza para la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional o para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte: ¿debe tramitar un cese en la UCR o puede continuar laborando como docente? 
II. Criterio legal:
Para dar respuesta a la inquietud planteada, en primer lugar, se debe señalar que el Poder Judicial, en su carácter de Poder de la República y como parte de la independencia que caracteriza su funcionamiento, posee un régimen jubilatorio propio, regulado por las disposiciones normativas que se contienen en los cuerpos legales que han regido y rigen a lo interno de la Institución. En ese orden de ideas, la Ley Orgánica (anterior y vigente) y el  Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones –aprobado en el 2014- constituyen el marco normativo que regula el otorgamiento y disfrute de este beneficio. 

Así las cosas, para determinar si una persona jubilada judicial está en la obligación de suspender el disfrute de su beneficio resulta imprescindible determinar bajo cuál Ley Orgánica le fue concedido su derecho jubilatorio, la n.° 8 o la n.° 7333; toda vez que estas establecen supuestos un poco distintos. Veamos: 

El artículo 239 de la Ley n.° 8 reza: Al jubilado o pensionado se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, de sus Bancos, de sus instituciones nacionales, de las Municipalidades y de las Juntas de Educación. De la lectura de este numeral se advierte que toda persona jubilada judicial, indistintamente del hecho generador de su derecho (retiro forzoso
, cumplimiento del requisito de la edad, del tiempo servido o ambos
, o bien, la separación de su cargo
), debe suspender el disfrute de su beneficio cuando se encuentre dentro del presupuesto de hecho descrito en la norma. Lo anterior, por cuanto esta no hace diferenciación alguna en ese sentido y, como bien señala el aforismo jurídico, no es dable distinguir donde la ley no distingue. 
El ordinal 234 de la Ley n.° 7333 dispone: Al jubilado o pensionado, se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta. /  También se podrá suspender, según las circunstancias, el goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación. Este artículo, a diferencia del anterior, sí hizo distinción entre las personas jubiladas. Nótese que en el segundo párrafo hace especial mención a aquellas que en razón de una enfermedad les fue otorgado el beneficio y les impone la obligación de suspender el disfrute de su jubilación cuando estén desempeñando otro empleo. Ahora bien, es importante resaltar que no especifica dónde no deben prestar sus servicios estas personas, si en el sector público y/o privado. En consecuencia, se entiende que no pueden trabajar en ninguno de ellos, puesto que, tal y como se indicó líneas atrás, no es dable distinguir donde la ley no lo hace.
El Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones, por su parte, estipula en el numeral 25
: El beneficio jubilatorio se suspenderá mientras su titular ocupe cargos públicos incompatibles con su disfrute. Este ordinal, al igual que el 239 antes desarrollado, no hace una diferenciación de la persona beneficiaria en razón del hecho generador del derecho, por lo cual toda persona jubilada judicial se encuentra sujeta a lo dispuesto en este.

Este cuadro normativo permite concluir que toda persona que ostente la condición de jubilada judicial debe suspender el disfrute de su beneficio cuando se encuentre laborando en el sector público; independientemente de la ley bajo la cual este le fue  concedido. Sin embargo, la Sala Constitucional, a través de su sentencia n.° 3692 de las 11:31 horas del 15 de marzo de 2013, estableció como excepción a dicha regla el ejercer la docencia en universidades públicas. A continuación se trascribe el extracto del fallo que resulta de interés: 

En el sub-lite, se observa que, efectivamente, a un funcionario judicial activo sí se le reconoce la posibilidad de ejercer la docencia, en tanto que, a uno jubilado o retirado se le restringe esa misma oportunidad y, aún más, se brinda un trato diferenciado a los jubilados que son docentes de un centro público respecto de los que ejercen la docencia en un centro privado de enseñanza superior universitaria. No existen, ni se aportan, motivos objetivos y razonables que justifiquen ese tratamiento dispar, por lo que se produjo una discriminación que infringe el principio y el derecho a la igualdad. Resulta contrario al derecho al desarrollo de los pueblos que a las personas jubiladas o retiradas, que han acumulado experiencias y conocimiento, se les impida o se les establezca cortapisas para ejercer la docencia en un centro de enseñanza superior.

Esta resolución fue conocida por el Consejo Superior en sesión n.° 41-13 celebrada el 25 de abril de 2013, artículo LXIII, y al respecto se acordó:

1.) Tener por hechas las manifestaciones de la Secretaria General. 2.) Tomar nota de la sentencia de la Sala Constitucional y con base en ella, archivar las diligencias respecto de las jubiladas […] y los jubilados […] 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de […], Jubilada Judicial y comunicarle que de conformidad con lo resuelto por la Sala Constitucional en la sentencia transcrita, no existe limitación para que realice las labores de docencia que indicó. 4.) La Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable tomarán nota para lo de su cargo.

Como corolario, esta Dirección concluye que si una persona jubilada por incapacidad absoluta y permanente presta sus servicios como docente a la Universidad de Costa Rica no está en la obligación de suspender el disfrute de su beneficio. Ahora bien, en vista de que el hecho generador del derecho fue una condición de salud, la cual le impidió seguir desempeñando el puesto que venía ocupando en la Institución, podría valorarse la posibilidad de requerirle a esta persona que aporte un certificado médico que le autorice ejercer el cargo referido, tal y como se hace con las personas que estando en ese supuesto desean reingresar al Poder Judicial (véase el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión n.° 76-10, celebrada el 19 de agosto de 2010, artículo XLIII).

De esta forma se deja rendido el informe requerido por la Dirección Ejecutiva para lo que corresponda. 

Elaborado por: 

Msc. Priscilla Rojas Muñoz

       Asesora Jurídica 1 

    Área Análisis Jurídico

Atentamente, 

      Lic. Jorge Kepfer Chinchilla


     Licda Karol Monge Molina

   Coordinador Área Análisis Jurídico

                   Sub Directora Jurídica a.i.
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� Artículo 230 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 8 de 1937.


� Artículos 231 y 232 ibidem.


� Artículo 233 ibidem. 


� Aprobado por Corte Plena en la sesión n.° 17-14 celebrada el 28 de abril de 2014, artículo XXXV.
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